









—Josep Ramon González Cabezas—
Presidente de la Comisión de Defensa
del Col·legi de Periodistes de Catalunya
Por cuarto año consecutivo, la Comisión de
Defensa del Col·legi de Periodistes de
Catalunya os presenta, a través de la revista
Capçalera, el informe de su actividad a lo largo
del año que acabamos de dejar atrás, en este
caso 1991. Como siempre, recogemos en el
presente informe aquellos casos en los que
algún profesional o profesionales del
periodismo han sufrido problemas o
situaciones de conflicto en el desarrollo de su
labor informativa; casos, todos ellos, en los que
la Comisión de Defensa ha intervenido, de
alguna manera, porque le han sido dirigidos
directamente o porque, dada su trascendencia
general, la Comisión ha juzgado de interés
para el conjunto de la profesión pronunciarse
sobre ellos.
La ya habitualidad de este informe anual
permite algunas referencias a casos que,
iniciados en ediciones anteriores, se resuelven
en la actual. En 1991, por ejemplo, un litigio
jurídico relacionado con el derecho de réplica
que enfrentaba a El País y a la organización La
Crida desde 1988 se ha resuelto al dar la razón
la Audiencia de Barcelona al periódico.
El informe de 1991 sigue reflejando las
dificultades que fotoperiodistas y cámaras de
televisión sufren, demasiado a menudo, cuando
ejercen su labor en situaciones conflictivas en
la calle: la agresión sufrida el 11 de septiembre
por algunos profesionales en el transcurso de
la acción de la policía en la Rambla de
Barcelona y el ataque directo que otros
sufrieron el 12 de octubre de manos de grupos
de skin heads son las dos muestras más
significativas.
Mención especial para el comunicado que la
Junta de Gobierno del Colegio emitió por lo
que se refiere al clima de crispación entre
determinados sectores políticos y de los medios
de comunicación, que tuvo su momento
culminante en el llamado "caso Benegas".
El informe 1991 va desgranando una retahila
de casos más, entre los cuales se hallan la
denuncia formulada por El Observador contra
el PSC por cortarle éste los habituales canales
de información, o el boicot que realizaron
trabajadores de Telefónica en Tarragona
contra Diari de Tarragona porque no les
gustaba la información que, sobre la huelga de
la empresa, daba este medio de comunicación.
Al margen ya de los problemas concretos en
los que la Comisión ha intervenido, 1991 ha
visto la aparición de la Guía Jurídica del
Periodista, y la finalización de los trabajos de
elaboración del Estatuto Marco de Redacción,
fruto éste de la colaboración con los sindicatos,
comités de empresa y Facultad de Ciencias de
la Información. Guía Jurídica y Estatuto Marco
puestos ambos en marcha por la anterior
Comisión de Defensa presidida por el
compañero Salvador Alsius. •
Recoge los casos de conflicto
en que ha intervenido la





En enero de 1991, la revista OCU Compra
Maestra publicaba en su número 125 un
artículo titulado "Análisis de hamburguesas", en
el que se ponía en duda la calidad de este tipo
de productos que se sirven en las grandes
cadenas internacionales de establecimientos
(McDonald's, Burguer King i Wendy). La
información contenida en el artículo tuvo eco en
la mayor parte de los medios de comunicación
del país.
El jueves 10 de enero, McDonald's España
insertó en la prensa una página entera de
publicidad con un comunicado dirigido a sus
clientes y proveedores, a las Administraciones
públicas, a los medios de comunicación y al
público en general. En su comunicado, la
empresa multinacional decía, entre otras cosas:
"(...) McDonald's España garantiza la calidad
de todos sus productos por sus sistemas de
formulación y control homologados
internacionalmente por la propia Compañía,
pero debemos resaltar que sus restaurantes en
España son ya habitualmente sometidos a las
previstas inspecciones de las Autoridades
Sanitarias competentes y nos congratulamos de
no haberse encontrado motivo alguno de
intervención.
"—Agradecemos a quienes, como
responsables de la Administración
correspondiente, han corroborado lo anterior, y
rechazamos su presunta negligencia ante las
supuestas irregularidades encontradas y
publicadas de forma subversiva...".
El mismo día de la aparición del comunicado
de McDonald's, el colegiado Jaume Fabre se
dirigió a la Comisión de Defensa mostrando su
indignación "por el tono del anuncio publicado",
y solicitando que el Colegio se interesara ante la
empresa por el significado de la frase
"publicadas de forma subversiva" y le pidiera
públicas explicaciones. "Creo", decía Jaume
Fabre en su carta a la Comisión, "que tolerar
este tono en una nota publicitaria de quien, en
este caso, se erige en juez y parte puede sentar
un precedente más que peligroso".
El 16 de enero, el presidente de la Comisión
de Defensa, entonces Salvador Alsius, mandó
una carta a Eduardo Sánchez, director general
de McDonald's España, expresándole la
desagradable sorpresa de la Comisión con
respecto a la frase, en concreto, del comunicado
que terminaba con la expresión "... publicadas
de forma subversiva".
Alsius decía en su carta a McDonald's que esta
última expresión tenía "un sabor
inequívocamente censor", y que era "a todas
luces desafortunada". La carta seguía diciendo,
textualmente:
"La Comisión de Defensa Profesional de este
Colegio cree que no se puede aplicar de ningún
modo [la citada expresión] para referirse a las
informaciones que sobre las deficiencias o no
deficiencias de los productos de su cadena han
ido apareciendo en los medios de comunicación.
"Estos no han hecho otra cosa que informar
sobre un tema de calidad de vida que, como es
lógico, interesa considerablemente a los
lectores.
"Ustedes tienen todo el derecho a protestar, si
creen que han sido objeto de una denuncia
injusta, e igualmente se recogerá su opinión.
Pero no lo tienen a desprestigiar la manera en
que trabajan los profesionales de la
información".
Sobre el contenido de esta carta, la Comisión
de Defensa hizo una nota pública ese mismo
día.
Una página de publicidad
emitía opiniones que
desacreditaban la manera de
trabajar de los periodistas
El 21 de enero, Ramón San Román,
presidente-director general de Holmes &
Marchant, la empresa de relaciones públicas que
elaboró el comunicado de McDonald's, contestó
en los siguientes términos a Salvador Álsius:
"(...) Siento que la citada expresión
publicadas de forma subversiva' resulte
efectivamente desafortunada, si así se entiende a
la luz de la Comisión de Defensa Profesional de
este Colegio.
"Creo, no obstante, que no es el caso ni, por
supuesto, la intención.
"El párrafo en cuestión [del comunicado de
McDonald's], con clara referencia al anterior, se
refiere a quienes como responsables de sanidad
inspeccionan este sector y que de ser cierto lo
publicado por la revista Compra Maestra,
serían los primeros responsables ante los
ciudadanos.
"Apelo a su buen juicio y al de la Comisión
para que valore el daño causado por la difusión
de una información sensacionalista y alarmante;
a la vista de los resultados y del diccionario,
indiscutiblemente subversiva
Cambio de función
a un periodista del
diario Avui
El lunes 18 de febrero, el periodista del periódico
Auui Eduard Cortés se dirigía por carta al
presidente de la Comisión de Defensa
comunicándole —por consejo de Francesc
Casares, abogado del cuadro jurídico del
Colegio— un dictamen técnico de la Comisión
sobre el nuevo trabajo que le había asignado el
director del medio, Albert Viladot.
"Mi tarea", explicaba Cortés en su carta, "a
partir del lunes 18 de febrero, según orden del
director del Auui, será la de escuchar los servicios
informativos de Antena 3, los de Catalunya Ràdio
de cada hora y los de TVE y TV3, de las 10,30
hasta las 19 horas, y hacer los titulares...".
Cortés había efectuado una consulta jurídica al
abogado Casares, con respecto a esa nueva
función profesional que se le asignaba, así como
al cambio de horario que conllevaba.
El día 6 de marzo, el presidente de la Comisión
de Defensa contestó a Eduard Cortés
relacionándole las consideraciones que aquélla
había elaborado sobre la cuestión:
"(...) En sentido estricto, y como actividad única,
regular y específica, la función descrita no parece
un cometido propio ni habitual de un redactor de
plantilla, si bien es cierto que el seguimiento de la
valoración de las informaciones de otros medios
de comunicación forma parte natural y
permanente de las tareas de profesionales del
periodismo y de las necesidades propias de una
Redacción.
"Esta Comisión de Defensa señala, además, que
no le consta que la función asignada existiera con
anterioridad en el diari Auui. Tampoco le consta
que ese servicio, como tal, exista en los principales
medios informativos de Barcelona, al menos como
labor especifica asignada a un redactor de plantilla.
"De todas formas, esta consideración no
prejuzga, en ningún caso, el sentido de la
asignación y organización de tareas y horarios en
el seno de la Redacción del periódico, cuestión que
es competencia de la dirección del medio y sobre la
que, en cualquier caso, deben entender los
representantes sindicales".»
A un redactor se le
encomendó que escuchase los
informativos de radio y





El día 11 de marzo el presidente de la demarcación
de Tarragona del Colegio, Xavier Bas, ponía en
conocimiento del decano, Josep Pemau, el
conflicto que enfrentaba al colegiado Marc Arias i
Giménez y otros cuatro fotoperiodistas con la
empresa editora de Nou Diari, medio formado a
partir de la transformación del bisetmanario Reus
Diari.
"El conflicto", explicaba Xavier Bas, en su
comunicación, "se origina cuando los cinco
fotoperiodistas mencionados cesan en su relación
laboral de colaboradores fijos de Nou Diari.
Entonces se inicia una negociación entre los
fotoperiodistas y la empresa para establecer las
condiciones en que ésta podrá utilizar las
fotografías realizadas por los cinco fotoperiodistas
mientras trabajaban para el diario (anteriormente,
para el bisetmanario Reus Diari).
"A pesar de que esta negociación no lleva a
ningún acuerdo, y aunque tampoco hay ninguna
autorización de los autores, Nou Diari publica de
forma regular fotografías de los fotoperiodistas
guardadas en el archivo, todas las cuales están
firmadas por su autor.
"El fotoperiodista, y colegiado, Marc Arias y sus
compañeros entienden que ello vulnera sus
derechos, y reclaman que cese esta práctica. Por lo
cual piden que, después de estudiar el caso, el
Col·legi de Periodistes exprese su opinión".
La Associació de Fotògrafs Professionals de
Premsa i Mitjans de Comunicació de Catalunya,
por su parte, intervino en el caso, mandando una
carta a la dirección de Nou Diari para intentar
aclararlo y hallar una solución.
La Comisión de Defensa del Colegio remitió
toda la documentación sobre el tema al abogado
del cuadro jurídico Francesc Casares, quien emitió
el informe que reproducimos a continuación:
"(...) De la documentación examinada no se
deduce con absoluta claridad cuál había sido la
relación jurídica que unía a los fotoperiodistas con
la empresa del antiguo Reus Diari. Este dato es de
especial importancia, puesto que la solución de la
consulta es diferente si aquellos habían mantenido
únicamente una relación jurídica de carácter civil de
arrendamiento de servicios (es decir, si habían sido
simples colaboradores' extemos a la plantilla
laboral) o bien si habían mantenido una relación
jurídico-laboral (es decir, un verdadero contrato de
trabajo, verbal o escrito) con la empresa
propietaria de aquel periódico.
"Por otro lado, y aunque no sea con absoluta
claridad, parece deducirse que el actual Nou Diari
y el antiguo Reus Diari del que procede son,
ambos, propiedad de la misma empresa, General
de Premsa Intercomarcal SL (GPISL). Si ello es así,
quiere decir que no es necesario entrar en los
problemas que conllevaría el hecho de que la
utilización del material fotográfico producto de la
actividad profesional de los fotoperiodistas hubiera
sido vendida o cedida por aquélla a una empresa
diferente.
"Hechas las anteriores precisiones, conviene
pues distinguir las dos hipótesis formuladas al
principio.
"A. Si la relación que se estableció entre los
fotoperiodistas y la empresa propietaria de los dos
periódicos mencionados fue una relación jurídica
civil de arrendamiento de servicios y no hubo
(como cabe suponer y se desprende de la
documentación examinada) ningún contrato
escrito, y si el fotoperiodista cobraba una cantidad
mensual a cambio de la entrega a la empresa de
las fotografías que realizaba, hay que entender que
el fotoperiodista acepta la transmisión de los
derechos de explotación de su obra en favor de la
empresa que le hacía el encargo y le pagaba la
retribución convenida. En ese sentido, la empresa
periodística ha pasado a ser propietaria de las
fotografías y puede explotarlas de conformidad con
lo que establecen los artículos 42, siguientes y
concordantes de lá Ley 22/1987, de once de
noviembre, de Propiedad Intelectual.
"Tales disposiciones únicamente hacen
referencia a la limitación del tiempo que puede
durar la explotación de la obra transmitida, que es
de 5 años y en el ámbito territorial del país en el
que se ha realizado la cesión (en este caso, el
territorio español). La Ley también limita las
modalidades de la explotación de la obra, que
quedan reducidas a aquellas que se deduzcan
necesariamente del propio contrato y sean
indispensables para el cumplimiento de la finalidad
de éste. Ello quiere decir, en consecuencia, que la
explotación tiene que ceñirse a todo lo que es
materia propia de la actividad de un periódico de
información general (si éste es, como parece, el
tipo de publicación de que se trata).
"Es cierto que la propia Ley establece que toda
cesión deberá ser formalizada por escrito, y, según
parece, en este caso no hubo contrato escrito. No
obstante, las consecuencias de esta omisión no son
La publicación de copias de
archivo hechas por periodistas
que habían concluido su relación





claramente previsibles, toda vez que la propia Ley
se limita a afirmar que si, previo requerimiento
fehaciente, el cesionario incumpliese tal exigencia,
el autor podrá optar por la resolución del contrato,
lo que no lleva, en ningún caso, a reclamar la
devolución del archivo de fotografías en poder de
la empresa propietaria del periódico.
"B. Si la relación que existía entre los
fotoperiodistas y la empresa en cuestión había sido
de tipo laboral (ya fuera el contrato escrito o
simplemente verbal), los interrogantes tienen una
respuesta ligeramente distinta. En efecto, la propia
Ley de Propiedad Intelectual establece que la
transmisión al empresario de los derechos de
explotación de la obra creada en virtud de una
relación laboral se regirá por lo que se haya
pactado en el contrato, el cual deberá de estar
realizado por escrito. A continuación añade que a
falta de pacto escrito, se presumirá que los
derechos de explotación han sido cedidos en
exclusiva y con el alcance necesario para el
ejercicio de la actividad habitual del empresario en
el momento de la entrega de la obra realizada en
virtud de la susodicha relación laboral. En ningún
caso el empresario podrá utilizar la obra o disponer
de la misma para un sentido o finalidad diferentes
de los que se deriven de lo que la Ley ha señalado
anteriormente.
"Por consiguiente, si la relación hubiese sido de
carácter laboral, también habría que entender que
se ha producido una transmisión de derechos en
favor del empresario que, en este caso, además, se
debería entender con el carácter de exclusiva.
"Por lo tanto, en uno y otro caso la única
limitación que tiene la empresa propietaria del
diario en relación a los originales que obran en su
poder es la de no utilizarlos para finalidades





El viernes 5 de abril, a las ocho y media de la
tarde, el programa de TVE-2 "Camaleó"
—presentado a la prensa tres días antes— incluía
en su contenido un informativo con la falsa
noticia del asesinato de Gorbachov en el
transcurso de un supuesto golpe de Estado en la
URSS. El falso informativo se abría con la
carátula habitual de los noticiarios de TVE-2, y
fue presentado por Josep Abril, presentador,
igualmente habitual, del "Informatiu Nit" desde el
plató donde dicho espacio se emite cada día. La
participación del jefe de política internacional de
los servicios informativos de TVE en Cataluña y
de la corresponsal de TVE en Nueva York, así
45 periodistas consideraron
inaceptables las medidas
adoptadas contra Joan Ramon








como una falsa conexión con la CNN, fueron
elementos añadidos a este informativo
inventado. Al finalizar, apareció un rótulo que
rezaba así: "Este informativo ha sido una ficción
televisiva".
Tanto el cónsul soviético en Barcelona como el
embajador en España valoraron muy
negativamente el programa, del mismo modo
que los representantes de algunas fuerzas
políticas. El director general de RTVE, Jordi
García Candau, opinó que la emisión había sido
un error, y Enric Sopeña, director de TVE de
Cataluña, manifestó: "Doy por descontada la
rectitud de intenciones de los responsables, pero
reconozco que hay bromas que no deben
hacerse nunca".
"Camaleó" abrió una amplia polémica
profesional (Ver Capçalera ne 22). Joan Ramon
Mainat, director de programas de TVE en Sant
Cugat, fue destituido el lunes 8 de abril, i Josep
Abril fue "suspendido cautelarmente"...
El día 12 del mismo mes, 45 periodistas se
dirigieron a la Junta del Colegio y a la Comisión
de Defensa del mismo pidiendo un
pronunciamiento sobre el caso del programa
"Camaleó", y manifestando lo siguiente:
"(...) Consideramos inaceptables las medidas
adoptadas contra Joan Ramon Mainat y Josep
Abril por el simple hecho de llevar a cabo una
idea aprobada por la dirección de TVE-Catalunya
y a la que el propio director, Enric Sopeña,
dedicó numerosos elogios el día de su
presentación, a pesar de no haber visto el
programa.
"Consideramos inadmisible la actitud del
director de TVE-Catalunya, Enric Sopeña, por
los motivos que se citan:
" 1. No haber visionado el programa y eludir la
responsabilidad de cumplir con sus obligaciones,
dando a entender que las había cumplido al
dedicar elogios al programa 'Camaleó' cuando
éste fue presentado a los medios de
comunicación.
"2. Sancionar a los responsables del programa
'Camaleó'.
"3. Actuar con criterios políticos contra dos
profesionales que han hecho su trabajo, de
acuerdo con el encargo aceptado de la dirección
de TVE-Catalunya.
"4. No asumir su propia responsabilidad
—que debería llevarle a presentar la dimisión— y
hacerla recaer en otros.
"Por dichos motivos, los abajo firmantes
solicitan un pronunciamiento público de la Junta
en defensa de la actuación estrictamente
profesional de los sancionados y en contra del
comportamiento del director de TVE-Catalunya".
El 23 de abril, la Junta del Colegio organizó un
debate público bajo el título "Los límites de la
información y de la ficción" en el que
participaron Miquel de Moragas, catedrático de
la Facultad de Ciencias de la Información de la
Universitat Autònoma de Barcelona; Marc
Carrillo, profesor titular de Derecho
Constitucional, de la Universitat Pompeu Fabra;
Miguel Ángel Martín, director del programa
"Camaleó", i Manuel Delgado, guionista del
mismo. El vicedecano del Colegio, Josep Ma.
Cadena, moderó el debate.
El día 29, la Junta de Gobierno del Colegio
hizo pública la siguiente nota:
"Ante la solicitud formulada por un grupo de
colegiados en el sentido de que el Col·legi de
Periodistes se pronuncie sobre la emisión del
programa 'Camaleó' del pasado 5 de abril de
1991, la Junta de Gobierno acordó en su
reunión plenaria del 25 del mismo mes la
siguiente declaración, pese a considerar que
dicho programa no entra en el ámbito estricto de
la información y, por lo tanto, es ajeno a las
materias sobre las que entiende esta institución,
conforme a sus principios fundacionales.
"1. La Junta de Gobierno del Col·legi de
Periodistes de Catalunya respeta, defiende y
El Colegio considera que la
realización de un simulacro
informativo no corresponde al





alienta la libertad de creación como uno de los
valores fundamentales de la comunicación en
todas sus manifestaciones, sobretodo si pretende
contribuir al enriquecimiento de las nuevas
formas de expresión y a favorecer la creación de
una conciencia social crítica sobre el propio
fenómeno comunicacional en si, sin ningún tipo
de excepción.
"En la medida en que el mencionado
programa pueda inscribirse en ese contexto,
merece ser considerado como un producto
válido, con independencia de cualquier otra
valoración desde la perspectiva estricta de la
profesión periodística.
"2. Como órgano colegiado representativo
de la profesión periodística, este Colegio sólo
puede valorar y defender las informaciones que
son ciertas y veraces y que, en cualquier caso,
responden a una realidad objetiva y/o
demostrable, conforme a los criterios más
elementales de la deontologia profesional. Así
pues, toda manipulación, especulación y, con
mayor motivo, invención informativa hecha
deliberadamente y difundida masivamente no
puede ser avalada de ninguna manera por este
Colegio, con independencia del ánimo y los
objetivos últimos de sus autores. Lo mismo
cabe decir de la utilización conscientemente
engañosa de signos, referencias, códigos o
personas pertenecientes al ámbito real de la
información.
"3. La realización de un simulacro
informativo como el del mencionado programa
corresponde al campo de la creación televisiva,
y no al dominio específico de la información.
La responsabilidad sobre los contenidos y
efectos del mismo incumbe, por lo tanto, a un
campo profesional al que este Colegio es
esencialmente ajeno. En cualquier caso, y
dadas las características de dicho programa,
esta institución reitera su principio de
asistencia y apoyo a cualquiera de sus
colegiados que pudiera sentir lesionados sus
intereses o derechos legítimos en el ejercicio
de sus funciones profesionales.
"4. El Col·legi de Periodistes de Catalunya
sigue siempre con el máximo interés y
atención todos los temas relacionados con la
libertad de información y de expresión, y
promueve toda clase de iniciativas y,





El día 10 de mayo, Joan Ricart y otros catorce
trajabadores de la radio municipal de Santa
Perpètua de Mogoda remitieron a la Comisión de
Defensa una nota en la que se acusaba al señor
Mario Gargallo, director de la emisora, de
establecer en la redacción de la misma la censura y
de prodigar un trato "despectivo y autoritario"
hacia los trabajadores de la casa.
En la nota se denunciaban, seguidamente,
determinados hechos sucedidos el día antes, 9 de
mayo:
"(...) Nuestros redactores se disponían a dar la
noticia de que todos los partidos de nuestra
localidad, excepto el PSC-PSOE, habían firmado
un documento comprometiéndose a hacer una
campaña limpia (elecciones municipales), sin
insultos ni descalificaciones. El director afirmó que,
si el PSC-PSOE no lo había firmado, la noticia no
se daba. Aun así, el encargado del Informativo,
harto ya de tantas violaciones a su profesionalidad,
la leyó. Acto seguido, el director pidió al técnico de
sonido una copia del boletín. El técnico, que en
aquellos momentos estaba haciendo un programa
en directo, le dijo que se la hiciera él mismo. Al
cabo de veinte minutos, se presentó en nuestra
emisora el concejal de Medios de Comunicación,
Jaime Arenas (PSC-PSOE), acompañado de dos
miembros de la policía local, exigiendo la copia del
boletín en cuestión, que le fue entregado...".
Los trabajadores de Ràdio Santa Perpètua
adjuntaban a su nota a la Comisión de Defensa
una copia de la polémica noticia tal y como fue
leída íntegramente, señalando el párrafo que el
director de la emisora quería impedir que se leyera,
y que hacía referencia al documento antes
mencionado, firmado por todos los partidos menos
el socialista.
La asamblea local de Iniciativa per Catalunya
15 trabajadores de la
emisora se quejan del trato
"despectivo y autoritario" del
director, Mario Gargallo






dio cuenta de los hechos a la Junta Electoral de
Zona, y el técnico de control de la emisora
denunció la irrupción policial en la propia jefatura
local de la policía municipal.
La Comisión de Defensa del Colegio emitió el
siguiente comunicado sobre la cuestión:
"Este Colegio lamenta, en primer lugar, que el
control político en los medios de titularidad pública
pueda originar enfrentamientos entre directivos y
trabajadores como el suscitado en la emisora
municipal Ràdio Santa Perpètua de Mogoda. Y si
por una parte el texto redactado y leído por los
trabajadores daba cuenta del hecho incuestionable
de que el PSC no había firmado un manifiesto en
favor de una campaña electoral limpia, también es
cierto que no fueron atendidas las indicaciones del
director, que había ordenado explícitamente que
no se emitiera una parte concreta del texto.
"Aparte de esta cuestión, que podría
considerarse como propia de la dinámica interna
de los medios de información, este Colegio
rechaza firmemente toda actitud de fuerza contra
los profesionales de cualquier medio, ya sea
público o privado. En este sentido, denuncia y
condena la irrupción de la policía municipal en las
instalaciones de la susodicha emisora para exigir la
copia de una cinta magnetofónica. Tales hechos
son tanto más deplorables por cuanto la policía
—un cabo y un agente— actuó a instancias, y
acompañada, del concejal del área de Deportes,
Medios de Comunicación y Participación
Ciudadana del Ayuntamiento de Santa Perpètua de
Mogoda.
"Este hecho, evidentemente abusivo y falto de
las más elementales normas de ética, pone de
manifiesto, una vez más, la necesidad de dotar a
los profesionales de la información —en este caso
concreto pertenecientes a un medio de titularidad
pública— de un marco estatutario que defina y
delimite sus deberes y derechos frente a la





El día 13 de mayo, la Junta de la demarcación de
Tarragona del Col·legi de Periodistes de Catalunya
denunciaba en un comunicado público que a las
11,50 horas del mismo día se había recibido en la
redacción del Diari de Tarragona la llamada de
una persona identificándose como trabajador de la
Compañía Telefónica en esa ciudad.
Dicha persona manifestó que el colectivo de
trabajadores de Telefónica no estaba conforme con
la información aparecida aquellos días en aquel
medio de comunicación sobre el conflicto laboral
que afectaba a la empresa, y anunció que, por tal
motivo, serían cortadas las líneas telefónicas del
Diari de Tarragona. En efecto, al poco de recibir
esa llamada, la redacción del periódico advirtió
que dos líneas telefónicas convencionales y una de
fax habían sido desconectadas desde la central.
Ante tales hechos, la nota de la Junta de
Tarragona exponía lo siguiente:
"(...) 1. Consideramos que los medios de
comunicación ofrecen suficientes canales para
manifestar las posibles discrepancias de personas o
colectivos disconformes con una determinada
información.
Las informaciones publicadas
sobre una huelga originaron la
desconexión de dos líneas




"2. Rechazamos y condenamos cualquier
intento de coacción que desde un colectivo social
intente influir en el trabajo de los periodistas,
puesto que entendemos que ello significa un
ataque directo a la libertad de información.
"3. Pedimos que la Dirección Provincial de
Telefónica, así como las organizaciones sindicales
presentes en la compañía, abran una
investigación para aclarar los hechos arriba
descritos".
La Comisión de Defensa del Colegio publicó
aquel mismo día una nota de prensa en la que
daba su conformidad, punto por punto, a todas
las consideraciones de la Junta de Tarragona
sobre el caso.
Tanto en el Diari de Tarragona como en Nou
Diari se recibieron aquellos días numerosos
anónimos, por teléfono y por fax, en los que
presuntos empleados de Telefónica proferían
insultos y amenazas contra los periodistas de uno
y otro medio, además de criticar las
informaciones que se iban publicando sobre la
huelga. Ambos periódicos presentaron las
correspondientes denuncias.
El 22 de mayo, el presidente de la Comisión de
Defensa remitió copia del comunicado del
Colegio a Enrique Claverol, director provincial de
Telefónica en Tarragona, manifestándole el
especial interés de la Comisión en conocer los
resultados de las investigaciones que sobre el
tema se llevaran a cabo.
El 4 de junio, Enrique Claverol contestaba al
presidente de la Comisión de Defensa indicándole
que el mismo 13 de mayo se había iniciado una
investigación a fin de determinar las posibles
personas que pudieran estar implicadas en los
hechos.
El director provincial de Telefónica explicaba
que durante los días 14 y 15 fueron
"entrevistados" 42 empleados que por su tumo
de trabajo tuvieron acceso a la Central Telefónica
en la que sucedieron los hechos. Del resultado de
las entrevistas, "se pudo determinar que 22
personas estuvieron presentes en algún momento
durante la mañana del día 13.
"Dado el elevado número de personas, la no
determinación de la hora exacta en que se
produjeron los hechos, así como la facilidad de la
operación realizada, difícilmente se puede
inculpar a uno o a un reducido número de
empleados", concluía el responsable de
Telefónica, quien aseguraba por último que se
mantenía la investigación para tratar de




El llamado 'caso Benegas', originado por la
divulgación que la cadena SER hizo de una
conversación telefónica entre el secretario de
organización del PSOE y otros responsables delpartido sobre los problemas derivaaos de las
relaciones entre éste y el Gobierno, provocó una
fuerte polémica (ver Capçalera n.2 23). Entre
otras reacciones, algunos dirigentes socialistas
profirieron graves insultos generalizados al
conjunto de los periodistas.
El caso Benegas vino a unirse al clima de
crispación existente ya por otros motivos entre
determinados sectores ae la clase política y de los
medios de comunicación.
En su reunión del 30 de mayo, la Junta de
Gobierno del Colegio aprobó un comunicado
público que contenía una serie de consideraciones,
y que reproducimos textualmente:
'
La crispación creciente entre ciertos sectores
políticos y algunos medios de comunicación, que
se ha manifestado en la emisión mutua de una
serie de insultos y groseras descalificaciones, ha
llevado a la Junta Directiva del Col·legi de
Periodistes de Catalunya a elaborar esta nota, que
tiene dos objetivos fundamentales: promover la
reflexión en los ámbitos periodístico y político, y
defender de manera inequívoca el digno ejercicio
de la profesión periodística, básico para hacer
efectivo el derecho a la información que la
Constitución de 1978 garantiza a todos los
ciudadanos. Nuestro punto de vista es que la





El día 12 de julio fue
presentado en la sede





CC 00 y UGT, de los
comités de empresa de
los medios, de la
Facultad de Ciencias de
la Información y del
propio Colegio.











UGT y CC OO en
Cataluña, Josep Alvarez
y Josep Lluís López
Bulla, respectivamente,
el decano del Colegio,
Josep Pernau, el
decano de la Facultad
de Ciencias de la
Información, Enric
Marin, y Antoni Ma.
Piqué, de La
Vanguardia, en
nombre de los comités
de empresa. Se
adhirieron además al




Premsa i Mitjans de
Comunicació de
Catalunya. •
Nota de la Junta de Gobierno
del Col·legi de Periodistes en
relación con la polémica desatada
por el caso Benegas
por unos cuantos periodistas que han hecho mal
uso de la libertad ae expresión y algunos políticos
que han llevado sus ataques hasta el insulto
personal y la descalificación de la prensa en
general. Es por ello que este colegio profesional
propone hacer una reflexión tanto a los políticos
como a los periodistas, en vez de inclinarse por la
opción fácil de cerrar filas frente a la agresión
exterior. El ejercicio de la autocrítica no sólo es
necesario para que nuestras críticas tengan
credibilidad, sino que hay que llevarlo a cabo para
avalar nuestra clara defensa de un bien, como es
el derecho a la información, que la profesión
periodística gestiona por delegación implícita de la
sociedad.
"La consideración de los medios de
comunicación como meros instrumentos a utilizar
para el propio beneficio es el vínculo que une a la
minoría de periodistas y el grupo de políticos que
han generado la crispación. La difusión por parte
de algunos profesionales de noticias
insuficientemente fundamentadas o la transgresión
del derecho a la libre expresión mediante el insulto
son actitudes que este colegio no puede aprobar de
ninguna manera. Asimismo, esta entidad tampoco
puede tolerar que un político, un empresario o
cualquier otra persona insulte a un periodista ni,
menos aún, a ta prensa en general. Parece que
algunos políticos creen que los medios de
comunicación han de ponerse incondicionalmente
a su servicio y difundir su versión de la realidad, y
encajan mal la publicación de otras versiones.
"Esa actitud ae ciertos representantes del poder
político (que aparece también más sutilmente en
tos medios económicos) tiene un primer efecto
negativo en los mismos profesionales de la
información, que caen a veces en la autocensura.
El efecto más negativo recae, sin embargo, sobre
el conjunto de la sociedad, al establecer
limitaciones de facto a un derecho básico como es
el derecho a la información.
"En los sistemas democráticos, la soberanía la
tiene el conjunto de los ciudadanos. Y son ellos
quienes la delegan al Parlamento mediante la libre
elección de los parlamentarios. En nuestro país,
diputados y senadores son los depositarios de la
soberanía popular y, consiguientemente, merecen
una consideración especial (de respeto, pero
también de control). No pueden ser descalificados
como conjunto porque una descalificación así
equivale a un ataque frontal contra el sistema
democrático.
"Otro pilar básico del sistema democrático es el
derecho de todos los ciudadanos a disponer de
una información veraz sobre los acontecimientos
y, especialmente, sobre lo que hacen o dejan de
hacer las personas a las que han delegado su
parte de soberanía: los parlamentarios, y, por
extensión, los políticos. La información veraz
sobre las actuaciones de los políticos y la crítica
honesta no pueden, en consecuencia, ser
consideradas como un ataque contra nadie, sino
como la defensa de un derecho democrático de
toda la población. Dentro de ese contexto, el
papel de los periodistas es el de intermediarios
entre la realidad y unos ciudadanos que tienen
derecho a ser informados. Pero ninguna ley
establece que el periodista tenga que ser un
transmisor de los caprichos de los poderosos.
"Es por todo ello que el Col·legi de Periodistes
de Catalunya reivindica el importante papel que
la profesión periodística tiene en una sociedad
democrática, y condena rotundamente las
descalificaciones generalizadas que algunos
políticos han hecho de la prensa en los últimos
meses".»
"La información veraz sobre
las actuaciones de los políticos
no puede ser considerada como




Con fecha 2 de junio de 1991, el periodista del
Diari d'Andorra Joan Oliva se dirigía a la
Comisión de Defensa para denunciar determinados
hechos sucedidos en Andorra la Vella en tomo a
una rueda de prensa que ofreció el presidente del
COI, Joan Antoni Samaranch.
Este es el relato de Joan Oliva:
"(...) El día 21 de mayo, inmediatamente después
de celebrarse en Andorra la Vella el acto inaugural
de los IV Juegos Deportivos de los Pequeños
Estados de Europa, el presidente del COI, Joan
Antoni Samaranch, ofreció una rueda de prensa a
los medios de comunicación nacionales e
internacionales desplazados para cubrir el
acontecimiento. Yo fui el encaragado de cubrir la
información, tanto de la inauguración como de la
rueda de prensa, para mi periódico. Disponiendo
de la oportunidad de preguntarle, al presidente del
COI, temas de actualidad, me dirigí a él
requiriéndole una respuesta a esta cuestión: A
poco más de un año para que se celebren las
Olimpíadas de verano del '92, en Barcelona, ¿se
ha cerrado ya definitivamente el tema del Comité
Olímpico Catalán? (después, a requerimiento del
propio Samaranch, le matizaría si existía todavía la
posibilidad de que hubiera una representación
olímpica catalana). El titular del COI respondió, sin
más problemas —pero no sin evidenciar un cierto
malestar por la pregunta—, a ésta y a otra cuestión
mía referida a si a la institución olímpica le
preocupaba que la situación de fuerte crisis política
en Yugoslavia pudiera hacer que ese país de
elevado potencial deportivo no pudiese asistir a los
Juegos del '92.
"Finalizada la rueda de prensa, y cuando ya me
disponía a abandonar la sala de actos del Comú,
me 'detuvo' la policía del Principado, que me
esperaba justo en la puerta de aquel escenario. Y
digo detener porque, pese a no ser el término ni la
acción jurídica correctos, a mi me lo pareció en la
forma y en los hechos. Un agente de seguridad de
los servicios de policía andorranos, vestido de calle,
se identificó mostrando su placa y me invitó a
seguirle, al tiempo que me pedía el carnet de
identidad. Sin detenerse, y no contento con esto,
me invitó a entrar en la toilette más cercana. Una
vez dentro, se dedicó a verificar detenidamente la
validez del carnet de identidad y de otros que le
mostré (el propio del Colegio de Periodistas), así
como el de la misma acreditación de la
organización de los Juegos que llevaba colgado del
cuello. No pareciéndole aún suficiente, me pidió las
tarjetas de crédito, preguntándome si yo era el
titular nominal de las mismas. El policía decidió
entonces que había que hacer fotocopias de todos
esos papeles (identidad y acreditación de los
Juegos), sin dar ninguna explicación satisfactoria a
mis preguntas. En todo momento —debo decir que
su comportamiento fue correcto— dijo que no
podía explicarme nada, que él recibía órdenes de
un suboficial u oficial, pero sin decirme tampoco
de quién se trataba, y sólo al final me dijo que
'puede que le hayamos identificado como otra
persona, sin querer'. Asimismo me pidió para qué
medio trabajaba, y si yo 'era de aquí' y 'si vivía en
Barcelona', mientras comprobaba mi dirección en
el carnet de identidad. Después me dejó marchar.
Hay que tener en cuenta que una identificación
rutinaria no dura más que unos pocos segundos,
pero debo decir que todos nos identificábamos en
público —a petición de Samarach—, cuando
hacíamos las preguntas, y que además, al lado de
los servicios secretos de la policía se hallaban los
jefes de prensa y de relación con los medios de
comunicación, disponiendo de la posibilidad de
verficación sobre todo presunto periodista que
pudiese estar en la sala. Debo añadir que, después
de mi pregunta, transcurrieron veinte minutos más
de rueda de prensa, tiempo más que suficiente
Un informador, sometido a
una identificación de veinte
minutos por preguntar sobre el
COC en una rueda de prensa de
Samaranch
para informarse de quién era aquel 'elemento
sospechoso', o como mínimo, incómodo.
"Al día siguiente", prosigue el relato de Joan
Oliva, "me entrevisté, por iniciativa propia, con el
director general de la policía andorrana. Debo
decir que me pidió disculpas por todo lo que había
sucedido, y dijo que no tenía que preocuparme por
nada, y que no debía pensar que me habían
'fichado' o algo parecido, y que si yo quería
quemaba delante de mí las fotocopias, aunque no
quiso dejar de recordarme que debía saber que
toda la información que la policía quisiera de mí la
tenían disponible en la oficina de inmigración. De
todas formas, el director de policía intentó justificar
la acción del agente refiriéndose a un 'excesivo
celo profesional' por parte de éste, que actuó 'por
iniciativa propia', siguiendo las instrucciones de
asegurar la integridad de los príncipes, princesas y
autoridades como el propio Samaranch. Además,
según esas instrucciones, los agentes debían evitar
cualquier elemento politico de perturbación
('independentísimo', citó) aprovechando la estancia
de Samaranch y el eco que de ello podía hacer la
prensa internacional. En fin, todo justificaciones, e
incluso una recomendación: a título personal, el
responsable de la policía dijo haberse 'sorprendido'
al conocer las preguntas que yo había formulado, y
se permitió decir que Andorra no era el mejor
escenario para plantear aquel tipo de cuestiones, y
que si quería preguntarle por el COC (Comité
Olímpico Catalán), que Samaranch ya bajaba a
menudo a Barcelona, para hacerlo allí... He de
decir que mi pregunta y la respuesta de Samaranch
tuvieron un valor informativo, puesto que al día
siguiente tuvieron eco en la prensa de fuera (a
nivel de los periódicos deportivos de Barcelona y
en otros, como El País o el mismo periódico
francés L'Indépendant du Midi, que lo sacó en
titulares de portada: 'Pas de C.O. catalan!')".
El presidente de la Comisión de Defensa mandó
una carta al jefe de Gobierno del Principado de
Andorra, Oscar Ribas, explicándole los hechos
denunciados por el periodista Joan Oliva, y
manifestándole lo siguiente:
"(...) El Col·legi de Periodistes de Catalunya,
preocupado siempre por el ejercicio de la libertad
de información, quiere expresar respetuosamente
su inquietud y su queja ante tales procedimientos,
sin duda aislados dentro del Principado de
Andorra, pero en cualquier caso impropios de una
sociedad moderna y democrática y de un país de
tan probada hospitalidad como Andorra".#
El director de La
Palanca, de Artesa
de Segre, absuelto
La revista local de Artesa de Segre, La Palanca,
publicó en su número 106, correspondiente al
mes de noviembre de 1990, un artículo, firmado
con el seudónimo "Alexis", en el que se hablaba
de las actividades de los miembros del llamado
"Club de l'Escombra" ('Club de la Escoba') de
esta población leridana. Dicho club está formado
por mujeres de Artesa y se dedica,
fundamentalmente, a la limpieza y otros varios
menesteres en torno a la iglesia del pueblo.
En el artículo de referencia se decía, entre
otras cosas, que las mujeres del "Club de
l'Escombra" eran un reducto de la sociedad, que
no creían en la igualdad de sexos ni en la
liberación de las amas de casa, que constituían
"vestigios de ignorancia y falta de cultura", y que
la finalidad básica del grupo era, con la excusa de
limpiar la iglesia, la de "fer safareig" (cotillerar,
chismorrear).
En el siguiente número de La Palanca
aparecía una carta firmada por "una de las
muchas amas de casa, más o menos culta", que
replicaba el artículo de "Alexis" y, por otra parte,
una "nota de disculpa" de la autora del mismo en
la qúe manifestaba que no había sido su
intención molestar a nadie. Varias mujeres
pidieron al director de la revista, Bartolomé
Jové, una declaración jurada que explicitase que
ellas no eran "Alexis", dado que en el pueblo se
las molestaba por considerar que podían ser la
Las opiniones,publicadas
sobre un grupo de mujeres que





persona que había detras del seudónimo.
Maria Neus Verdeny Balsells, Montserrat
Solanes Porta, Cecilia Sirvan Cirera i otras 51
mujeres, todas ellas del "Club de l'Escombra",
presentaron denuncia por injuras leves (falta
tipificada en el artículo 586.1 del C.P.) contra el
autor, director y editor de La Palanca por el
artículo publicado por la revista. La acusación
particular solicitó, en concreto, que se
condenara al director, Bartolomé Jové, a pagar
una multa de 100.000 pesetas, a indemnizar por
daños morales al "Club de l'Escombra" con
250.000 pesetas y a publicar la sentencia en La
Palanca.
El juicio del caso, al cual asistieron el
presidente de la Junta de la demarcación de
Lleida del Colegio, Pau Echauz, y los miembros
de la Comisión de Defensa del mismo Sebastià
Serrano y Joaquim Coca, se celebró en el
Juzgado de primera instancia e instrucción
número 1 de Balaguer.
El 6 de junio se hizo pública la sentencia
absolutoria en favor de Bartolomé Jové, en cuyo
capítulo de fundamentos jurídicos se exponía
previamente lo siguiente:
"(...) a) Es secundario que el artículo esté
firmado con un pseudónimo y se desconozca la
identidad del autor, ya que el derecho Penal
prevé para estos supuestos un sistema de
responsabilidad en cascada (arts. 13 y 15 del
C.P.) que comprende a los directores de la
publicación y también sucesivamente a editores e
impresores. Consecuentemente, lo importante es
el contenido del escrito, y éste es el que se valora
jurídicamente. La ocultación de la filiación del
autor puede merecer críticas o juicios de valor
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relativos a su valentía, pero no un juicio jurídico.
"b) La revista La Palanca se viene
caracterizando desde su creación por querer
crear estados de opinión y que el pueblo sienta la
necesidad de reaccionar ante los problemas que
se detectan en Artesa de Segre. Son muchos los
artículos que no se firman o que se firman con
un pseudónimo, ya que de otra manera no sería
posible que saliesen a la luz ciertos temas por
temor a represalias en el propio núcleo rural.
Pero como se entiende que es más positivo que
se suscite la polémica y la discusión a que el
pueblo viva aletargado y en la monotonia de la
rutina diaria, por los miembros del Consejo de
Redacción de la revista se autoriza la publicación
de escritos y cartas con estas deficiencias.
"c) Es evidente que todas las denunciantes,
desde un punto de vista subjetivo, se han sentido
ofendidas por dicho escrito, pero la valoración
de si existe o no ánimo de injuriar ha de
realizarse de forma objetiva y teniendo en
consideración todo el texto', el lugar donde se ha
publicado y las circunstancias posteriores, como
son los escritos de réplica y de rectificación de la
propia autora, así como su nota de disculpa en el
mismo medio de comunicación donde vió la luz
el escrito objeto de polémica".
La sentencia proseguía con las siguientes
consideraciones:
"(...)3. El delito o la falta de injurias se
caracteriza por un elemento objetivo y otro
subjetivo del tipo del injusto.
"El elemento objetivo consiste en expresiones
contra las personas que supongan un insulto, ya
sea imputando hechos, como formulando juicios
de valor.
"El elemento subjetivo consiste en tener
conocimiento y voluntad de injuriar y además la
intención específica de injuriar o 'animus
injurandi'. Este elemento subjetivo, como
señala la jurisprudencia del Tribunal Supremo
(STS, 27.11.89, entre otras) por su propia
naturaleza íntima, únicamente puede ser
conocido, a falta de su expreso reconocimiento
por el sujeto activo, por la serie de hechos que
constelan el núcleo del tipo y que sirven tanto
para investigar el ánimo de injuriar, como la
gravedad de la injuria; consiguientemente, la
concurrencia de tal requisito ha de deducirse de
una serie de factores ontológicos, ocasionales,
temporales, racionales y, en general,
circunstanciales.
"4. Las expresiones que, según los
denunciantes, deben considerarse injuriosas son
las que se refieren al colectivo de mujeres del
'Club de l'Escombra' como 'reducto de la
sociedad', 'vestigios de ignorancia y falta de
cultura' y la expresión catalana 'fer safareig'.
"Por lo que se refiere a la frase 'reducto de la
sociedad', lo único que se pretende señalar es
que este Club es uno de tantos colectivos
sociales minoritarios, sin que la palabra 'reducto'
tenga connotaciones peyorativas.
"En cuanto a 'vestigios de ignorancia y falta de
cultura', no se aprecia un ánimo de injuriar sino






El lunes 14 de octubre, la
Comisión de Defensa
presentó la Guía Jurídica
del Periodista, de la cual
se ha mandado un
ejemplar a todos los
colegiados. La Guía, cuya
elaboración fue una
iniciativa de la anterior
comisión, predidida por
Salvador Alsius, ha tenido




quienes han preparado las
cinco partes en que se
divide el libro: marco
jurídico-constitucional, a
cargo del profesor Marc
Carrillo; aspectos de
Derecho Civil que afectan
a la profesión, explicados
por Eugeni Gay, actual
decano del Col·legi
d'Advocats de Barcelona;
la problemática de tipo
penal en la que puede
hallarse inmerso el
periodista en el ejercicio
de su actividad, tema
desarrollado por Francesc
Abellanet; las relaciones




Casares; y el marco fiscal





Al acto de presentación,
presidido por los decanos
de los Colegios de
Periodistas y de




autores, y en su nombre
intervino Marc Carrillo.#
La sentència señala que
atribuirle a alguien que "fa
safareig" no supone ningún
descrédito para ella, puesto que es
una costumbre muy arraigada
que ha padecido nuestro país como
consecuencia de los problemas políticos y
sociales de la mayor parte del siglo XX y que ha
propiciado un defectuoso sistema educativo,
cuyas consecuencias se extienden hasta nuestros
días.
"Más problemática resulta la expresión catalana
'fer safareig', en primer lugar porque la
traducción al castellano presenta varias
acepciones; así, dependiendo de quien la traduzca,
se habla de 'criticar', 'cotillear', o bien, como
señalan Joan Raspall y Joan Martí Castell en su
Diciconari de locucions i frases fetes, es
comentar cualquier cosa públicamente. Esta
expresión tiene sus orígenes en los antiguos
lavaderos municipales, en los cuales las mujeres
cuando lavaban comentaban las cosas que eran
noticia en el pueblo. El que el articulo periodístico
diga que estas mujeres se dedican a 'fer safareig'
tampoco es injurioso, ya que esta actividad pública
está arraigada en las costumbres populares y no
supone un descrédito o menosprecio a las
personas que lo ejercen, es una manera también
de ejercer el derecho de expresión y comentar
públicamente acontecimientos cotidianos".
Por todo ello, la sentencia consideraba que el
artículo de La Palanca se enmarcaba en los
límites del derecho constitucional a la libertad de
expresión y de crítica, puesto que la intención del




Con motivo de la celebración, en octubre, del IV
Congreso del Partido Comunista cubano,
algunos profesionales de los medios de
comunicación tuvieron algunos problemas para
desarrollar su labor informativa.
El día 10 llegó la noticia de la expulsión del
territorio de Cuba del corresponsal de La
Vanguardia en Centroamérica, Joaquim Ibarz,
enviado especial de este medio para cubrir las
sesiones del congreso. Ese mismo día el Colegio
remitió una carta de protesta a Juan Luis
Méndez Morejón, embajador de Cuba en
España. "Este Colegio de Periodistas", se le
decía, "lamenta profundamente una medida tan
arbitraria contra un profesional en el ejercicio de
su labor periodística y condena enérgicamente
lo que, sin duda, supone un grave atentado
contra la libertad de expresión".
Al día siguiente, 11 de octubre, el Colegio se
veía obligado a reiterar su protesfa al embajador
de Çuba, esta vez por la expulsión de Fernando
Orgambides, periodista de El País, y de Antonio
Cano, de El Periódico de Catalunya,
"ejemplos", decía la nueva carta del Colegio, "de
lo que parece ser, estos días, una desafortunada
actitud generalizada contra la prensa
internacional".#
Protesta del Col·legi de
Periodistes al embajador por la
expulsión de Joaquim Ibarz,
Fernando Ogambides y Antonio
Cano
Por la continuidad
de las emisiones de
Radio 4
En la reunión que el consejo de administración
del Ente público RTVE celebró en Madrid el 24
de julio, el director general del mismo, Jordi
Garcia Candau, anunció el cierre inmediato de
los centros emisores de Radio 4 en toda
España. En Barcelona y Sevilla, Radio 4
seguirá funcionando hasta después de los
Juegos Olímpicos y de la Exposición Universal,
respectivamente.
A las 0.00 horas del jueves 25 de julio la
clausura se hacía efectiva. En Cataluña, los
centros que dejaron de emitir fueron los de
Igualada, Tortosa, Ulldecona y Tàrrega, cuyos
trabajadores se encerraron en sus respectivos
puestos de trabajo como medida de protesta.
El cierre de Radio 4 forma parte de un plan
general de reestructuración de todo el Ente
público que afecta, además, a TVE, y en
concreto al centro de Sant Cugat, con
reducciones de la programación, no
renovación de contratos, etc.
El mismo día 25, la Junta de Gobierno del
Colegio hizo público el siguiente comunicado:
"Ante la grave situación que el cierre de
Ràdio 4 puede plantear a muchos
profesionales de la información, el Col·legi de
Periodistes quiere manifestar públicamente su
preocupación por la pérdida de puestos de
trabajo.
"Al propio tiempo quiere dar su apoyo a la
acción sindical que está llevando a cabo el
Comité Intercentros, y ofrece a los
profesionales que puedan verse afectados por
las medidas de reestructuración de Radio
Nacional los servicios jurídicos colegiales.
"Una vez más la Junta de Gobierno del
Col·legi de Periodistes de Catalunya tiene que
lamentar que sean los profesionales quienes
paguen las consecuencias de una gestión
empresarial desacertada, en este caso de
carácter público".
El día 22 de octubre, el Colegio acogió en su
sede un debate, organizado por los comités de
empresa de RNE y TVE en Cataluña, sobre el
tema "El papel que debe jugar el Ente público
RTVE en Cataluña, y en catalán". El escritor y
periodista Manuel Vázquez Montalbán
introdujo el debate, que fue presidido y
moderado por el decano del Colegio, Josep
Pemau, y participaron en él los presidentes de
los comités de empresa de Ràdio 4 i TVE-
Catalunya, así como representantes de los
■ partidos políticos con presencia en el
Parlamento catalán.
El 14 de diciembre se cumplía el 15*
aniversario del nacimento de Ràdio 4, y a
partir de las 0,00 horas de ese día un colectivo
de profesionales de la emisora se encerraron
en la sede de Barcelona, en defensa de su
continuidad. La Junta de Gobierno del Colegio
publicó, además, la siguiente nota oficial:
"El Col·legi de Periodistes recuerda muy
especialmente el papel decisivo que Ràdio 4 ha
tenido, y sigue teniendo, en el proceso de
normalización lingüística de Cataluña.
"El Col·legi de Periodistes reclama la
atención de los poderes públicos con el fin de
garantizar las condiciones necesarias que
aseguren la continuidad de Ràdio 4...".
Por su parte, el vicedecano del Colegio,
Josep Ma. Cadena, que aquellos días asistía a
la asamblea de la FAPE en Bilbao, mandó un
comunicado de la Federación profesional
adhiriéndose a la iniciativa del Colegio en
defensa de la continuidad de Ràdio 4. •
Llamada a los poderes
públicos para que no
desaparezca la primera emisora






por la policía el
"11 de Setembre"
Al atardecer de la "Diada de I'll de Setembre",
y como ya viene siendo habitual, grupos
radicales protagonizaron incidentes de diversa
índole en la Rambla de Barcelona. La actuación
de los cuerpos de seguridad ocasionó que varios
fotógrafos y cámaras de televisión resultaran
agredidos mientras desarrollaban su trabajo
periodístico en el lugar de los hechos.
Quien se llevó la peor parte fue Xavier
Gómez, fotógrafo colaborador de El Periódico,
herido por un tiro de fogueo disparado a menos
de dos metros de distancia por un agente de las
fuerzas de seguridad.
Al día siguiente, la Associació de Fotògrafs de
Premsa i Mitjans de Comunicació publicó un
comunicado que se abría con la siguiente
manifestación:
"La actuación policial durante los incidentes
protagonizados por grupos radicales a partir de
las 20 horas en las Ramblas de Barcelona el
pasado 11 de septiembre demuestra una vez
más una actitud de poca profesionalidad y
especial animadversión en contra de los
periodistas gráficos y cámaras de televisión...".
La nota de la Asociación describía a
continuación las agresiones físicas y verbales
sufridas por los distintos profesionales, tanto el
propio Xavier Gómez como los demás
fotógrafos y cámaras de varios medios. El
comunicado consideraba, más adelante, que la
actitud policial había sido indigna e
injustificable, y terminaba exigiendo del
Gobierno Civil una investigación para aclarar
las responsabilidades de los hechos acaecidos.
El mismo 12 de septiembre se reunió la
Comisión de Defensa del Colegio y remitió a
todos los medios de comunicación una nota en
la que daba todo su apoyo al documento
publicado por la AFPC, se solidarizaba con los
compañeros agredidos y denunciaba "(...), una
vez más, tales actuaciones policiales".
La nota de la Comisión manifestaba,
asimismo:
"(...) La Comisión reitera, nuevamente, a los
responsables de los distintos cuerpos de
seguridad la exigencia de que arbitren todas las
medidas necesarias para que los profesionales
del periodismo puedan desarrollar su labor con
normalidad, en cualquier clase de circunstancia.
"La Comisión de Defensa del Col·legi de
Periodistes de Catalunya hace pública, una vez
más, la indignación del colectivo periodístico
por hechos de esa naturaleza tan lamentable".
Por otra parte, el jefe del gabinete de prensa
del Gobierno Civil de Barcelona, Josep Antoni
Rosell, se puso inmediatamente en contacto
con el decano del Colegio, Josep Pernau, con
el fin de analizar lo que había sucedido y buscar
medidas para intentar evitar en el futuro
situaciones como las vividas, y que a menudo se
repiten.
El día 30 de octubre, en la sede del Colegio
se reunió por vez primera una Comisión técnica
integrada por representantes de la Junta de
Gobierno del Colegio, de las dos asociaciones
de fotógrafos de prensa existentes en Cataluña
y de los gabinetes de prensa del Gobierno Civil,
de la Jefatura Superior de Policía, de la
Conselleria de Gobernación y de la Guardia
Urbana de Barcelona. Dicha Comisión tiene
por objeto coordinar todo tipo de acciones que
lleven a una mayor comprensión y respeto
mutuos en cuanto a las respectivas tareas
profesionales de periodistas y cuerpos de
seguridad cuando se produzcan situaciones
conflictivas en la calle; y también buscar
mecanismos concretos para intentar evitar la
colisión de los legítimos intereses de ambos
colectivos en el desarrollo de su función
social. •
Una nota de la Associació de
Fotògrafs de Premsa calificaba de
indigna y poco profesional la
actuación de la fuerza pública
Fotógrafos agredidos
por 44skin heads" en el
Día de la Hispanidad
El sábado 12 de octubre, Día de la Hispanidad,
grupos de skin heads, de ultras y de las llamadas
"Brigadas Blanquiazules" protagonizaron violentas
agresiones contra numerosos ciudadanos, en la
Plaça dels Països Catalans —donde había tenido
lugar un acto de homenaje a la bandera española
convocado por las "Juntas Españolas"— y en
otros puntos del centro de Barcelona. Entre los
agredidos figuraban algunos fotógrafos de prensa,
en especial el del periódico El Observador César
Rangel, a quien se tuvo que atender de varias
lesiones, en el centro médico de Perecamps.
El Col·legi de Periodistes de Catalunya recibió
las lógicas muestras de preocupación y de
indignación por parte de distintos grupos de
profesionales por acciones de una naturaleza tan
grave. Los directores de varios medios de
comunicación de Barcelona, además, expresaron
al Colegio la preocupación existente entre los
fotógrafos en el sentido de que pudieran ser
víctimas de acciones violentas de represalia en
futuras ocasiones: de una forma inmediata, temían
que pudiera haber problemas en el partido de
fútbol del domingo siguiente en el campo del RCE
Espanyol.
El decano del Colegio, Josep Pemau, transmitió
tales consideraciones al gobernador civil de
Barcelona, Ferran Cardenal, mediante una carta
en la que terminaba diciendo: "(...) Es en este
sentido que te agradecería que, desde el Gobierno
Civil, se tomen las medidas necesarias para evitar
acciones que puedan derivar en situaciones aún





Con fecha de 8 de noviembre, Xavier Rius i Sant,
colaborador habitual de varios medios de
comunicación, remitió una carta al decano del
Colegio, Josep Pemau, solicitando la intervención
de la entidad en un conflicto que mantenía con el
periodista de La Vanguardia Xavier Tejedor Rius.
Xavier Rius explicaba en su carta que había
estado muchos años en el Moviment d'Objectors de
Consciència, en el que había realizado tareas de
prensa, entre otras; que escribía en periódicos,
revistas y anuarios sobre temas relacionados con el
servicio militar; que era autor de un libro editado
por Integral y de una guía práctica sobre la
objeción de conciencia; que últimamente había
incrementado su presencia en las páginas de
periódicos de Barcelona y de Madrid, y que
actualmente sus colaboraciones se habían ampliado
a temas de política internacional, conflictos,
El reportero gráfico del
periódico El Observador César
Rangel tuvo que ser atendido en










El jueves 31 de octubre de
1991 dejó de publicarse el
periódico de Madrid El
Independiente. Ese
mismo día, el Col·legi de
Periodistes de Catalunya
remitió a los trabajadores
del diario una nota de






pertenecientes a su ámbito
territorial todos sus
mecanismos jurídicos y de
servicios que pudieran
necesitar.
Por otro lado, el viernes
13 de diciembre el
Colegio acogió en su sede
un acto de presentación







Participaron en el acto
Enric Bastardes, de la
Junta del Colegio, y, en
representación de El
Independiente, José Luis
del Campo, Sergio Otto y
Dionisio Giménez.#
ecología y derechos humanos.
En su comunicación al Colegio, Xavier Rius
exponía a continuación que en dos ocasiones
habían aparecido en La Vanguardia sendos
artículos—uno sobre la guerra del Golfo y el debate
en España en tomo al servicio militar, y el otro
sobre el último sorteo de quintos— firmados ambos
por "Xavier Rius" y de los que él no era autor.
Habiéndose puesto en contacto con La
Vanguardia, Xavier Rius i Sant decía que le habían
explicado que el autor de dichos artículos era el
periodista Xavier Tejedor Rius. "Después de hacer
varias gestiones telefónicas", continuaba el primero,
"conseguí hablar con el Sr. Tejedor, quien me
indicó que conocía mi libro y que había leído mi
último articulo, titulado «El último sorteo de
quintos», publicado en El Mundo de Madrid dos
días antes del sorteo, pero que él había decidido
firmar, cuando hablase de la mili, como 'Xavier
Rius', en lugar de 'Xavier Tejedor' o 'Xavier Tejedor
Rius'...".
En su carta, Xavier Rius i Sant pedía al decano
que se dirigiera al director de La Vanguardia para
que hiciera desistir a Xavier Tejedor de firmar,
cuando tratara temas militares, como "Xavier Rius".
La Comisión de Defensa intervino —por
indicación del decano— en el caso, y después de
realizar varias investigaciones, constató
documentalmente que el periodista Xavier Tejedor
se había cambiado legalmente el nombre por el de
Xavier Rius i que, consiguientemente, el problema
sólo podía resolverse en el terreno del acuerdo y la
buena voluntad de ambas partes. •
El fiscal jefe de
Lleida fija normas
para informar
El 15 de noviembre, el fiscal jefe de la
Audiencia de Lleida, Manuel Jesús Dolz Lago,
hacía público un documento titulado "Reglas
sobre la forma de informar a la opinión pública
a través de los medios de comunicación social
por la Fiscalía Provincial de Lleida" y que,
textualmente, decía:
"(...) Con motivo de una queja verbal de una
Sra./rta. periodista radiofónica por la
publicación en el diario local Segre en el día de
hoy de una información relativa a la resolución
de esta Fiscalía del "caso Montagut", cuya
fuente pertenece al secreto profesional del
informador, amparado en el art. 20.1.d) de
nuestra Constitución, esta Jefatura se ve en la
obligación de dictar las siguientes reglas para
canalizar la información oficial de la Fiscalía
Provincial a los Medios de Comunicación Social
y evitar sospechas, insinuaciones de parcialidad
o de favorecimiento a algún medio en perjuicio
de otros.
"1. Marco legal.
"El art. 20.1.d) de la Constitución reconoce
y protege el derecho a la libertad de
información en los siguientes términos:
«A comunicar o recibir libremente
información veraz por cualquier medio de
difusión. La Ley regulará el derecho a la
cláusula de conciencia y al secreto profesional
en el ejercicio de estas libertades».
"En los apartados 2 y 4 del mismo artículo se
especifica que el ejercicio de estos derechos no
puede restringirse mediante ningún tipo de
censura previa; y que esta libertad tiene su
límite en el respeto de los derechos reconocidos
en este Título, en los preceptos de las leyes que
Un colaborador se queja de
que un periodista de La
Vanguardia firme artículos sobre





los desarrollan y, especialmente, en el derecho
al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a
la protección de la juventud y la infancia.
"La Ley 50/1981, de 30 de Diciembre,
reguladora del estatuto orgánico del Ministerio
Fiscal, en su art. 4, apartado 5.*, señala que el
Ministerio Fiscal, entre sus facultades, para el
ejercicio de las funciones encomendadas en el
artículo anterior, podrá:
«Informar a la opinión pública de los
acontecimientos que se produzcan, siempre en
el ámbito de su competencia y con respeto al
secreto del sumario»:
"El art. 50 de la misma ley prescribe que:
«Los miembros del Ministerio Fiscal guardarán
el debido secreto de los asuntos reservados de
que conozcan por razón de su cargo».
"2. Propósitos de esta Jefatura.
"Sobre este punto, el Fiscal jefe que suscribe,
en su Discurso de toma de posesión el día 30
de Mayo de 1990 (Véase 'Memoria de la
Fiscalía Provincial de Lleida, Año 1990') saludó
a los Medios de Comunicación Social del
siguiente modo:
«A los Medios de Comunicación Social, mi
convencimiento, en palabras del Tribunal
Constitucional (Sentencia 20/1990), que las
libertades de expresión e información no son
sólo derechos fundamentales de cada
ciudadano, sino que significan el
reconocimiento y la garantía de una instutición
política fundamental, que es la opinión pública
libre, indisolublemente ligada al pluralismo
político, que es un valor fundamental y un
requisito de funcionamiento del Estado
democrático. La Fiscalía de Lleida, cumpliendo
su función estatutaria de informar a la opinión
pública con respeto al carácter reservado de
determinadas actuaciones en función de otros
derechos e intereses constitucionalmente
protegidos, estará siempre abierta a esta labor
informativa».
"3. Forma de actuar hasta la fecha.
"Atendiendo a lo anterior, hasta la fecha
todos los periodistas de Lleida y de fuera han
tenido acceso libre y directo a esta Jefatura, así
como a los Fiscales, para recoger información
oficial, que les ha sido proporcionada con toda
clase de facilidades, salvo que por imperativo
legal no fuera posible. Tantas han sido las
facilidades ('tanto ha ido el cántaro a la fuente
que acabó rompiéndose') que durante todas las
tardes, e incluso alguna noche, en el domicilio
oficial de la Jefatura se reciben varias llamadas
telefónicas de Sres./as. periodistas
demandando información, que son atendidas
siempre, aunque en muchas ocasiones alteren
el sosiego hogareño y la paz que todos
deseamos tener, al menos, en nuestro íntimo
círculo privado y familiar. No obstante lo cual,
por el compromiso personal del Fiscal que
suscribe en prestar exquisita atención a aquellos
que tienen la trascendente misión de informar a
la opinión pública, y no tanto por considerarlo
servidumbre del cargo, se ha mantenido esta
situación hasta el día de hoy.
"4. Reglas que deben regir en lo sucesivo la
forma de proceder en la información oficial de
la fiscalia.
"Primera. El portavoz oficial de la Fiscalia
Provincial de Lleida es el limo. Sr. Fiscal Jefe.
No obstante lo cual, todos y cada uno de los
Ilmos./as. Sres./as. Fiscales y Abogados/as
Fiscales de Lleida tienen la confianza del Fiscal
Jefe para informar a la opinión pública en los
términos recogidos en el art. 4.5 y 50 de la Ley
50/1981, de los asuntos concretos que
conozcan.
"Segunda. La Jefatura atenderá
personalmente o mediante su Secretaría la
facultad informativa, de lunes a viernes, de
trece treinta a catorce horas. El resto de los
Fiscales podrán fijar un horario para el mismo
fin.
"Salvo casos muy excepcionales, no se
atenderán llamadas telefónicas o peticiones de
información fuera de este horario".
La Junta de la Demarcación de Lleida del
Colegio analizó el documento del fiscal jefe,
especialmente en lo referente a la concreción
de las reglas a seguir, y mostró su preocupación
por todo aquello que de impedimento pudiesen
tener éstas en el normal desarrollo de la labor
profesional de los informadores de temas
judiciales.
El fiscal jefe recibió pocos días después a una
representación de la Junta de Lleida que le hizo
llegar esta preocupación, ante la cual el Sr.
Dolz se mostró perfectamente receptivo y
dispuesto a resolver positivamente la
cuestión.»
"Tanto ha ido el cántaro a la
fuente, que acabó rompiéndose",
dice, y establece un horario para




Con fecha 8 de octubre, Enric Canals, director y
consejero delegado de El Observador de la
Actualidad, escribía una carta al decano del
Colegio, Josep Pernau, que empezaba con el
siguiente párrafo textual:
"Me veo en la obligación de poner en su
conocimiento una serie de hechos graves que
constituyen, a mi juicio, graves obstáculos para el
ejercicio de la profesión periodística. En el período
comprendido aproximadamente entre el 15 de
septiembre y el 6 de octubre de este año, el Partit
dels Socialistes de Catalunya (PSC-PSOE) no ha
mandado a El Observador ninguna comunicación
informativa, convocatoria de rueda de prensa,
documentación o declaraciones, ninguna
convocatoria a los actos del partido. Este hecho ha
ido acompañado de la negativa a mantener
cualquier contacto telefónico por cuestiones
informativas con miembros de la redacción y de la
dirección de El Observador.
"Extrañados, dolidos e indignados", seguía la
carta de Canals, "por lo que sin duda es una
marginación de nuestro periódico y, en el mejor de
los casos, una voluntad manifiesta de callar,
presionar y dirigir el sentido de nuestra labor
periodística, queremos expresarle nuestro deseo de
que este caso sea tratado por la Comisión de
Defensa de la profesión y que, en consecuencia, el
Colegio pueda adoptar las resoluciones necesarias
para garantizar el derecho a la información".
H director de El Observador adjuntaba a su
comunicación a Josep Pemau fotocopia de la carta
que el día antes había recibido del secretario de
medios de comunicación del PSC, Jaume
Sobrequés, negando los hechos denunciados. El
domingo anterior, 6 de octubre, en el editorial del
periódico, titulado "Boicot de Obiols y Sala a El
Observador", se exponía todo lo que Canals
pondría dos días después en conocimiento del
Colegio. El 9 de octubre la carta del director de El
Observador llegaba a nuestra entidad, y el
periódico lo anunciaba en la edición de aquel
mismo día a sus lectores, en una información
titulada "El Observador lleva el caso del boicot del
PSC ante el Col·legi de Periodistes".
El día 10, Raimon Obiols, primer secretario del
PSC, escribía a su vez al decano del Colegio,
manifestándole su estupefacción por el editorial de
El Observador, y afirmaba:
"(...) Nunca he dado ninguna orden o indicación
con respecto a ese supuesto boicot, y me consta
que no se ha producido. Tales acusaciones no
tienen, pues, ningún fundamento, y me veo en el
deber de rechazarlas y negarlas. Hemos sido
siempre expresamente respetuosos hacia la
libertad de información y de opinión.
Personalmente, siendo conocedor del vicio de
muchos responsables políticos de presionar directa
o indirectamente a los profesionales y a los medios
de información, he tenido y tengo el prurito casi
maniático de descollar en el sentido contrario, de
tal forma que no creo que haya ningún periodista o
empresa que pueda hacerme el menor reproche
en ese terreno".
Al día siguiente, 11 de octubre, el decano del
Colegio convocaba y presidía la Comisión de
Defensa, reunida con la presencia de todos sus
miembros, además de la del vicedecano, Josep Ma.
Cadena, y el secretario de la Junta, Antoni Ribas,
al objeto de examinar la cuestión y considerar las
medidas oportunas para resolver satisfactoriamente
la situación denunciada por Enric Canals. En carta
fechada el día 14, el decano remitía al director de
El Observador las primeras consideraciones de la
Comisión de Defensa:
"(...) Una vez analizada la situación descrita, y
ante todo lo expuesto en tu carta y los testimonios
aportados por los señores Obiols y Sobrequés en
sendos escritos, la Comisión de Defensa coincidió
en expresar su inquietud y preocupación por la
situación creada, en la medida en que pudiese
significar una lesión del derecho a la información,
resolviendo como medida inmediata realizar
rápidamente las gestiones necesarias para
restablecer plenamente la normalidad y proteger el
ejercicio profesional de los periodistas de El
Observador".
Sólo tres días después, el 17 de octubre, Josep
Pemau escribió de nuevo a Enric Canals, para
comunicarle que se había entrevistado con Raimon
Obiols y manifestarle lo que se desprendía de la
conversación:
"(...) No ha existido en ningún momento por
parte de los órganos de dirección del PSC la
voluntad de aislar informativamente a ningún
profesional de la información, privándole de
comunicados, avisos y convocatorias, y en ese
sentido, rechaza cualquier práctica restrictiva de la
libertad informativa.
"Si en algún momento se produjera una ruptura
de la comunicación con algún profesional, la
dirección del partido sería la primera interesada en
Enric Canals: "Estamos
indignados por lo que es una
voluntad manifiesta de callar,




solventar el problema, con el fin de que los canales
comunicacionales quedasen restablecidos con
fluidez".
H día 30, Enric Canals contestaba al decano del
Colegio en estos términos: "(...) Me ha sorprendido
desagradablemente que todo el resultado de las
gestiones y reuniones de la Comisión de Defensa
de la Profesión Periodística se reduzca a manifestar
tales conclusiones. Entre otras razones, porque
entiendo que lo que se hace es dar la razón a los
dirigentes del PSC-PSOE, quienes durante más de
quince días obstaculizaron la labor a los periodistas
de El Observador por el mero hecho de ejercer,
éstos, el derecho a la libertad de información y
opinión".
"Creo", seguia Canals en su misiva, "que de las
conclusiones que me habéis remitido se desprende
también que la Comisión, o el Colegio, ni siquiera
ha tomado en consideración mi testimonio, ni el
del jefe de la sección de Política, Andreu Farras, ni
el de los ocho periodistas que integran la sección
de Política. Como os decía en la carta que os
mandé denunciando la citada marginación, todos
estos periodistas y el resto de la redacción fueron
testigos de la actitud del PSC hacia nuestro
periódico.
"Lejos de hacemos caso, os habéis creído, a
tenor de lo que decís ahora, la versión de los
políticos, y no la evidencia de los periodistas, de los
que la mayor parte están dispuestos a corroborar
todo lo que he dicho".
Canals solicitaba, por último, que la Comisión de
Defensa volviera a tratar el tema, a la espera de
que, "en esa ocasión, pueda adoptar una posición
firme y de condena explícita y pública en contra de
la maniobra de marginación que llevó a cabo el
PSC contra los periodistas de El Observador".
El 5 de noviembre, el decano, Josep Pemau,
escribía de nuevo al director del periódico
haciéndole las siguientes precisiones:
"(...) Dices que te mando las conclusiones a las
que he llegado —habríamos llegado todos, yo, la
Comisión de Defensa Profesional y la totalidad de
la Junta— después de la conversación con Raimon
Obiols. Eso es falso. En ningún momento se habla
de conclusiones, sino de lo que se desprende del
pensamiento y de la voluntad del primer secretario
del PSC, expresados en mi presencia. Las
comunicaciones partido-profesionales de El
Observador estaban restablecidas en el momento
de la entrevista, y lo que más importaba entonces
era el compromiso de futuro, que consta en la
segunda parte. Creo que así quedaba cumplida la
gestión encargada por la Comisión de Defensa
Profesional y que, por el nivel en el que se movía,
llevé yo personalmente".
H decano manifestaba asimismo a Enric Canals
que estaba equivocado si creía que no se habían
recabado testimonios sobre la situación
denunciada: "Estábamos perfectamente
informados, y no puede decirse que no diésemos
crédito a tu carta y a la gente de tu periódico. Pero
siguiendo una trayectoria de discreción en ese tipo
de problemas, que el propio Colegio había
encauzado con anterioridad a mi llegada al
decanato, y teniendo en cuenta que los canales de
comunicación volvían a funcionar, se optó por esa
vía de gestión personal".
"A los que tenemos la responsabilidad del
Colegio", continuaba la carta de Josep Pemau,
"nos interesan más los resultados que el escándalo.
La reunión en la que tratamos vuestro caso no fue
tan ligera como das a entender. Como hipótesis de
trabajo, se llegó a discutir, incluso, hasta qué
punto, y sin que ello suponga una violación de la
libertad de información, un partido o cualquier
grupo social es libre de facilitar o no comunicados,
avisos y convocatorias a quien estime oportuno, de
la misma manera que un medio es muy libre para
elegir su línea y sus lectores. Al fin y al cabo, son
facilidades interesadas que dan los partidos y los
grupos sociales en beneficio propio. Este punto de
vista, que jurídicamente podría ser defendible, fue
pronto rechazado, en la reunión, teniendo
presente un aspecto que nosotros todavía creemos
importante: los usos y costumbres que existen
entre nosotros, que impiden que nadie quede
excluido de este tipo de envíos".
"El Colegio", decía para concluir la carta del
decano, "de acuerdo con lo que ha sido costumbre
en casos precedentes, ha hecho lo que estimaba
conveniente, con el fin de resolver la situación de
forma efectiva y rápida, evitando tensiones
innecesarias que pudieran dificultar el trabajo de los
profesionales de la información, que es por lo que
tenemos que velar todos, y el Colegio en
particular, como representación de la profesión.
Obviamente, el Colegio permanecerá muy atento a
la evolución de esta situación, y volvería a
considerar el caso si nuevos elementos o hechos
vinieran a poner en duda las garantías recibidas
directamente de la dirección del PSC".
En una nueva carta al decano, ésta del 6 de
noviembre, Enric Canals insistía en que "sólo
una postura firme y de condena explícita de este
tipo de marginación contra los periodistas
soluciona problemas como el que nos ocupa...".
Por otra parte, Canals denunciaba que el día
antes El Observador había sido nuevamente
marginado, en ese caso de una rueda de prensa
convocada por Immaculada Cardona,
representante del PSC en el consejo de
administración de la Corporació Catalana de
Ràdio i Televisió (CCRTV).
Raimon Obiols: "Nunca he
dado ninguna indicación por lo
que respecta a este supuesto





El día 18, finalmente, Josep Pemau contestaba
la última carta del director de El Obseruador en
los siguientes términos:
"En relación a tu última carta, en la que se
insistía en reclamar una acción del Colegio, dada
la reiteración de nuevos casos de marginación de
El Observador, por parte del PSC, en la
transmisión de avisos y comunicaciones, la Junta
de Gobierno examinó nuevamente la cuestión. Se
pudo constatar que, efectivamente, El
Observador había sido ignorado en cuanto al
envío, al menos, de una comunicación relativa a
un acto del PSC, lo que nos llevó a reemprender
nuevas gestiones con el fin de resolver
definitivamente el problema y decidir, en última
instancia, las medidas pertinentes que adoptar.
"Mientras ello se estaba realizando,
básicamente a través de la Comisión de Defensa,
hemos podido comprobar que, finalmente, ha
sido restablecida la normalidad de forma
satisfactoria, sin duda como consecuencia de las
gestiones llevadas a cabo anteriormente, es decir,
tan pronto como tuvimos conocimiento de la
situación".
Josep Pemau manifestaba, al fin, a Enric
Canals su confianza en que la normalidad se
mantendría, "sin que nada pueda lesionar o
limitar los derechos de los profesionales de tu
periódico en el libre ejercicio de su misión
informativa". •




El día 15 de julio de 1991, la Audiencia de
Barcelona dictó sentencia favorable al periódico El
País con respecto al recurso de apelación que
dicho medio de comunicación presentó después
que el Juzgado de Primera Instancia número 13 le
condenase, en 1988, a publicar en parte un escrito
de rectificación de, la organización La Crida.
Los orígenes de este litigio jurídico (ver el
"Informe sobre la llibertat d'informació. Catalunya,
1988", en Capçalera n.° 2) se hallan en un
artículo publicado en El País el 14 de mayo de
1988 en el que se denunciaba que fondos
procedentes de una subvención de la Generalitat
habían sido desviados por La Crida para financiar
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la campaña que esta organización había iniciado
en contra de la presencia del rey Juan Carlos en
los actos inaugurales de la conmemoración del
Mil·lenari de Catalunya, en Barcelona. La Crida
remitió a El País un escrito de respuesta,
acogiéndose al derecho de rectificación, escrito que
no fue publicado por el periódico. La Crida apeló
entonces al Juzgado de primera instancia, que
dictó la sentencia que ahora ha sido revocada por
la Audiencia de Barcelona.
La Audiencia fundamenta su decisión en la falta
de legitimación activa del demandante de La Crida:
"(...) Aquí aparece una persona que dice actuar en
nombre de una colectividad y no sabemos quién
constituye tal colectividad, ni si tal representación
existe en realidad o no. Por supuesto, no hay
poder alguno, ni notarial ni de otra índole, ni
acuerdo ni documento constatable alguno que
permita al señor Riera [Caries Riera era el
miembro de La Crida que se había acogido al
derecho de rectificación] actuar en nombre de la
colectividad que dice representar".»
Condena contra
Kim Manresa, La
Vanguardia y la AFPC
El día 7 de mayo de 1990, La Vanguardia
publicó un reportaje sobre las fotografías de Kim
Manresa del conjunto llamado "La Nit a
Barcelona", conjunto que se expuso asimismo en
una muestra fotográfica en la Casa Elizalde
organizada por la Associació de Fotògrafs de
Premsa i Comunicado (AFPC) y se incluyó en un
libro (ver "Informe sobre la llibertat d'informació a
Catalunya, 1990", en Capçalera n.s 20). En una
de dichas fotografías aparecía un señor, en
bañador, tomando el fresco dentro de su casa,
pero con lá puerta del balcón abierta a medias.
Este señor, Esteban Morera Buils, presentó el día
16 de mayo una demanda contra La Vanguardia,
Kim Manresa y la AFPC, en base a la Ley de
protección al honor, a la intimidad personal yfamiliar y a la propia imagen.
El Juzgado de primera instancia n.* 4 de
Barcelona dictó sentencia condenatoria, el 30 de
octubre de 1990, en los siguientes términos:
"(...) Que estimando la demanda formulada por
Don Esteban Morera Buils contra Don Joaquim
Manresa Mirabet, Talleres de Impremta, S.A.
(Sociedad Editora del periódico La Vanguardia) y la
Associació de Fotògrafs Professionals de Premsa i
Mitjans de Comunicació de Catalunya debo
condenar y condeno a los demandados a
abstenerse de publicar, reproducir o utilizar la
fotografía objeto de la demanda, así como a D.
Joaquim Manresa Mirabet y la Associació de
Fotògrafs Professionals de Premsa i Mitjans de
Comunicació de Catalunya a retirar la ampliación
de la misma de la exposición 'Nit de Barcelona' de
la Casa Elizalde de esta Ciudad, y asimismo a
suspender la publicación de la referida foto
mediante la edición de un libro, salvo que la
fotografía hiciese irreconocible al actor mediante las
oportunas técnicas de reproducción de imagen,
condenando solidariamente a los demandados al
pago de la oportuna indemnización en las
actuaciones en las que participaron y en la cuantía
que se fije en ejecución de sentencia y con
imposición de costas a los mencionados
demandados...".
La indemnización quedó fijada de la siguiente
manera:
—Por la publicación en La Vanguardia: 300.000
pesetas, a pagar por el periódico y Kim Manresa.
—Por la exposición en la Casa Elizalde: 300.000
pesetas, a pagar por La Vanguardia, Kim Manresa
y la AFPC.
—Por la edición del libro: 300.000 pesetas, a
pagar asimismo por los tres demandados.
En septiembre de 1991, la parte demandada
instaba a la ejecución de la sentencia.
El día 16 de diciembre, la AFPC organizó en la
Rambla de Santa Mònica una exposición de las
fotografías de "La Nit a Barcelona" para mostrar
su desacuerdo con la sentencia. La misma
Asociación hizo público, al respecto, el siguiente
comunicado:
"La Associació de Fotògrafs de Premsa i
Comunicació se manifiesta contraria a la resolución
judicial que condena la obra 'La Nit a Barcelona'
del fotoperiodista Kim Manresa.
"La AFPC no puede entender la sentencia
judicial condenatoria contra su entidad, La
Vanguardia y el autor de la fotografía, Kim
Manresa. Nosotros no entendemos que, por la
realización, publicación y exposición de una
fotografía, sobre el tema general de 'La Nit a
Barcelona', en la que una persona, difícilmente
reconocible, sale descansando en el balcón de su
casa, en verano de 1989, se pueda condenar
económicamente a alguien.
"Uno de los motivos arguméntales que justifican
la sentencia condenatoria es el atentado a ' la
intimidad hogareña, y por lo tanto, al honor de
esa persona. Difícilmente entendemos que un
balcón a la vista pública forme parte de dicha
intimidad, como es el caso de la fotografía por la
que nos han condenado.
"En la primera apelación a la sentencia judicial,
consideramos que la fotografía objeto de la
denuncia tenía un interés indudablemente cultural y
social, si se la considera dentro del conjunto de la
obra 'La Nit a Barcelona', pero la respuesta de la
Magistrada fue: '(...) entendiendo por interés
cultural aquél que es útil para el conocimiento
humano o desarrollo de sus facultades
intelectuales, no puede subsumirse en ese
concepto la publicación de la mencionada
fotografía, pues ese hecho no incide o no és útil
para ampliar el conocimiento, sino que todo lo
más sirve para mostrar una escena cotidiana, sin
mayor relevancia'. Puede que sea por ello que, en
nuestro país, los libros sobre fotografía de autor
hacia temas de interés social, y por lo tanto
culturales, sean inexistentes, cuando en otros
países, como Estados Unidos, Francia, Alemania,
Inglaterra, etc., es una tradición muy considerada y
respetada.
Han de pagar en conjunto
900.000 pesetas por la
reproducción de la fotografía de





"No considerar la importancia cultural de la
fotografía como documento social de una época es
incomprensible, para nosotros. Por otra parte, no
creemos que pueda deshonorar a nadie, ni que
haya ninguna mala intencionalidad en exponer y
publicar en un libro una fotografía de una persona
descansando en un balcón. Y menos aún cuando la
única finalidad es la de crear un documento social
de una época. Por ello, aunque acatamos la
sentencia, manifestamos, con todo nuestro
respeto, nuestro desacuerdo con la Magistrada de
la sentencia condenatoria.
"Por último, creemos que es importante la
clarificación de las fronteras entre la libertad de
información (artículo 20 de la Constitución) y la
Ley Orgánica de Protección Civil del Derecho al
Honor, a la Intimidad Personal y a la Propia
Imagen, de 5 de mayo de 1982 (art. 18 de la
Constitución, título primero). Con ello evitaríamos
la autocensura de los fotoperiodistas y responsables
de los medios de comunicación en el momento de
realizar y editar fotografías de personas.
"Por todos esos motivos, la AFPC considera
importante hacer una reflexión sobre los siguientes
aspectos de nuestra profesión:
"—El establecimiento de un verdadero equilibrio
entre la libertad de información y el respeto a la
Ley de Protección Civil del Derecho al honor, a la
Intimidad Personal y a la Propia Imagen.
"—La consideración de la fotografía de prensa
como objeto de interés cultural y social.
"—El cumplimiento de la Ley de Propiedad
Intelectual y el respeto a los Derechos de Autor de
los fotoperiodistas.
"—La valoración del fotoperiodista como




En su edición del 30 de noviembre de 1990, el
semanario de Vic La Marxa de Catalunya
publicaba una información firmada por su
director, Miquel Macià, con el título "El Suprem
referma que la fallida de SADEI va ser
fraudulenta". La noticia daba cuenta de que el
alto tribunal había dictado sentencia
desestimatoria del recurso presentado por esta
sociedad de Vic —Societat Ausetana d'Estudis i
Inversions— en contra de las sentencias
anteriores que declaraban fraudulenta la quiebra
de la empresa acaecida en enero de 1986.
En sucesivas ediciones La Marxa incluyó una
serie de reportajes —firmados todos ellos por el
periodista Miquel Macià— donde se explicaba el
origen, las actividades y la crisis de SADEI.
El viernes 21 de diciembre, en el juzgado
número 2 de Vie se reunía la junta de acreedores
de SADEI, que aceptaba la propuesta de
liquidación de deudas presentadas por la
empresa. Al salir del acto, el apoderado de la
sociedad, el abogado vicense Ferran Font i
Campalans, agredió al periodista Miquel Macià,
que se hallaba cubriendo la noticia, porque quería
arrancarle de las manos la cámara fotográfica.
Macià, en carta dirigida a la Comisión de
Defensa del Colegio el 31 de diciembre,
denunciaba los hechos y solicitaba un
pronunciamiento de condena de los mismos.
El 16 de enero de 1991, la Comisión emitió el
siguiente comunicado:
"La Comisión de Defensa del Col·legi de
Periodistes de Catalunya ha tenido conocimiento
de los hechos que se produjeron en el Juzgado
número 2 de Vic el pasado 21 de diciembre.
"El periodista Miquel Macià, director del
periódico La Marxa de Catalunya, fue agredido
por el apoderado y abogado de la empresa
SADEI. Se da la circunstancia de que el periodista
había publicado con su firma algunas
informaciones sobre la quiebra de la citada
empresa.
"Ante tales hechos, la Comisión condena una
vez más todos los actos que cuestionan o limitan
la libertad de expresión, y más expresamente
aquellos que se ejercen con violencia".*
El apoderado de una
empresa de Vic agredió a un
periodista para arrebatarle de las
manos la cámara fotográfica
